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INFORME No. 8/12
PETICIÓN P-302-07

FLAVIO MENDES PONTES Y OTROS 
ADMISIBILIDAD

BRASIL

20 de marzo de 2012

I.
RESUMEN

1. El 14 de marzo de 2007, la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (en adelante “la Comisión Interamericana” o “la CIDH”), recibió una petición en la que se alega la responsabilidad internacional de la República Federativa de Brasil (“el Estado” o “Brasil”) por la presunta ejecución extrajudicial de Flavio Mendes Pontes (“la presunta víctima”), de 16 años de edad, en manos de oficiales de la policía militar del estado de Rio de Janeiro.  La petición también denuncia los efectos de dichas violaciones sobre los miembros de su familia, incluidos su madre Joana D’Arc Mendes y su hermano Douglas Mendes Pontes (en conjunto “las presuntas víctimas”).  La petición fue presentada por la Unidad de Derechos Humanos de la Defensoría Pública de Rio de Janeiro (“el peticionario”).

2. El peticionario reclama que la presunta víctima fue ejecutada el 30 de marzo de 2004 por oficiales de la Policía Militar de Rio de Janeiro.  El peticionario informa además que la Fiscalía presentó cargos contra tres oficiales de la Policía Militar el 5 de abril de 2004; desde entonces, los tres acusados fueron enjuiciados en primera instancia, con una condena en primera instancia sólo contra uno de ellos.  De acuerdo al peticionario, la apelación que fue presentada permanece sin resolver. El peticionario mantiene, en consecuencia, que han pasado siete años desde la ejecución de la presunta víctima y el Estado aún no ha castigado debidamente a las personas responsables a través de una decisión judicial final.  En consecuencia, el peticionario argumenta que Brasil ha violado los artículos 4, 5, 24 y 25 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos (“la Convención Americana”) en detrimento de las presuntas víctimas.

3. El Estado sostiene que la petición es inadmisible debido a la falta de agotamiento de los recursos internos, según lo requerido por el artículo 46.1.a de la Convención Americana.  En este sentido, el Estado afirma que existe un procedimiento criminal abierto por la muerte de la presunta víctima.  Asimismo, el Estado brasileño argumenta que los recursos internos en la esfera civil tampoco han sido agotados, ya que se encuentra abierto un procedimiento civil por daños y perjuicios contra el estado de Rio de Janeiro.

4. Sin prejuzgar sobre el fondo del asunto, y de acuerdo a las provisiones de los artículos 46 y 47 de la Convención Americana, la CIDH decide declarar esta petición admisible con respecto a las potenciales violaciones de los artículos 4, 5, 8, 19 y 25 de ese instrumento internacional, en conjunción con la obligación general establecida por el artículo 1.1.  Por otro lado, la Comisión Interamericana declara que esta petición es inadmisible en relación con el artículo 24 de la Convención Americana.  La CIDH también decide notificar a las partes, publicar el presente informe e incluirlo en su Informe Anual a la Asamblea General de la Organización de Estados Americanos.

II. 
TRÁMITE ANTE LA CIDH

5. La petición fue recibida el 14 de marzo de 2007.  El 8 de mayo de 2007, la CIDH remitió las partes pertinentes de la petición al Estado.  El Estado respondió mediante notas recibidas por la CIDH el 24 de agosto y 4 de septiembre de 2007.  La Comisión Interamericana cumplió con remitir estas comunicaciones al peticionario.
6. El peticionario presentó información adicional el 6 de diciembre de 2007 y el 24 de febrero de 2011.  Estas comunicaciones fueron debidamente remitidas al Estado.  Por su parte, el Estado presentó información adicional el 25 de febrero de 2008, comunicación que fue debidamente transmitida al peticionario.

III. 
POSICIÓN DE LAS PARTES

A.  
Posición del peticionario

7. Según el peticionario, la tarde del 30 de marzo de 2004, tres oficiales de la policía militar  --Fabiano Gonçalves Lopes, José Augusto Moreira Felipe y Jefferson Machado de Assis-- invadieron la residencia de la Señora Joana D’Arc Mendes, en Itaguaí, estado de Rio de Janeiro, con el pretexto de buscar drogas.  El peticionario afirma que la policía militar estaba buscando también a Flavio Mendes Pontes, uno de los hijos de la señora Mendes, de 16 años de edad, que en ese momento no se encontraba en la casa. Asimismo, el peticionario alega que momentos después, mientras la policía militar todavía se encontraba en el jardín del frente de la casa, llegó  Flavio y la policía se le acercó inmediatamente y comenzó a interrogarlo.  Luego de ello, el peticionario manifiesta que la Señora Mendes escuchó un disparo de arma de fuego y que vio que Flavio se alejaba corriendo de los oficiales de la policía militar, quienes le dispararon otras siete veces.  El peticionario alega que Flavio cayó al suelo y que luego la policía le disparo otras cuatro veces.  De acuerdo al peticionario, bajo la protesta de la señora Mendes, Flavio fue puesto en un vehículo policial, mientras los policías le decían que iban a “llevarlo al hospital”.  Sin embargo, el peticionario alega que, una vez dentro del vehículo, la policía disparó a la presunta víctima tres veces más.  De acuerdo al peticionario, Flavio murió como consecuencia de los disparos.  El otro hijo de la señora Mendes, Douglas Mendes Pontes, también habría presenciado la ejecución de su hermano. 

8. El peticionario alega que éste no es un caso aislado de violencia policial, sino que ilustra un patrón de actos violentos por parte de las fuerzas de seguridad en Rio de Janeiro, en particular de la Policía Militar, los cuales en la mayoría de los casos quedan impunes.  En relación con esto, el peticionario alega que la Fiscalía presentó una acusación contra los mencionados oficiales de la policía militar por el homicidio de la presunta víctima, el 5 de abril de 2004, pero este procedimiento criminal permanece abierto hasta la fecha, siete años después de los hechos.  De acuerdo al peticionario, el 30 de agosto de 2005 el juez criminal a cargo decidió sobreseer los cargos (Sentença de Impronúncia) respecto de uno de los oficiales de policía, mientras que confirmó los cargos en contra de los otros dos, que serian juzgados por un Tribunal de Jurado (Sentença de Pronúncia).  De acuerdo a la petición, la decisión de someter a dos oficiales de policía a un tribunal de jurado fue apelada (recurso em sentido estrito), y después de eso el procedimiento quedó suspendido por más de un año.  El peticionario argumenta que las autoridades judiciales actuaron sin la debida diligencia para avanzar el proceso.  

9. El 26 de junio de 2008, de acuerdo al peticionario, el oficial de la policía militar José Augusto Moreira Felipe fue absuelto por un jurado; esta decisión fue confirmada en apelación.  El peticionario agrega que, en un juicio separado que tuvo lugar el 10 y 11 de diciembre de 2009, el oficial de la policía militar Fabiano Gonçalves Lopes fue condenado y sentenciado a 14 años de prisión por la muerte de la presunta víctima. Sin embargo, el peticionario afirma que el acusado presentó una apelación que permanece pendiente.  En consecuencia, el peticionario argumenta que nadie ha sido condenado en decisión final por la ejecución extrajudicial de la presunta víctima.

10. Adicionalmente, el peticionario indica que, con la representación del Defensor Público, la Señora Mendes también presentó una demanda civil por daños compensatorios contra el estado de Rio de Janeiro, el 26 de julio de 2004.  El proceso civil, de acuerdo a los peticionarios, se encuentra aún pendiente de ser decidido en primera instancia y permanece abierto hasta la fecha, debido a la ausencia de una sentencia criminal firme.  En relación con ello, el peticionario observa que, aún cuando los procesos criminales y civiles son teóricamente independientes en Brasil, en este caso las autoridades judiciales decidieron suspender el proceso civil hasta que el demandante presente prueba de una decisión criminal firme, a fin de decidir sobre la responsabilidad del Estado por la muerte de la presunta víctima.

11. El peticionario añade que la impunidad observada en el presente caso, así como la falta de una decisión favorable respecto de la compensación monetaria de la familia de la presunta víctima, han causado un gran impacto en los familiares cercanos de la presunta víctima.  En este sentido, el peticionario alega que, presenciar la ejecución de la presunta víctima ha causado un gran trauma psicológico, tanto a la Señora Mendes como a su otro hijo Douglas. El peticionario argumenta también que la Señora Mendes ha desarrollado varios problemas de salud como consecuencia de los hechos y que tanto ella como su hijo Douglas debieron ser incorporados al Programa de Protección de Testigos (PROVITA).

12. En conclusión, el peticionario argumenta que, siete años después de la ejecución extrajudicial de la presunta víctima, no hay una sentencia criminal final de condena a los responsables, como tampoco hay una decisión en relación con la compensación civil para la familia de la presunta víctima.  Basado en lo anterior, el peticionario argumenta que ha habido una demora injustificada en la toma final de una decisión respecto de los hechos denunciados en la petición, y en consecuencia sostiene que la petición es admisible de acuerdo con el artículo 46.2.c de la Convención Americana. El peticionario concluye también que, como resultado de la ejecución extrajudicial de la presunta víctima y la consecuente impunidad, el Estado ha violado los artículos 4, 5, 24 y 25 de la Convención Americana.

B. 
Posición del Estado

13. El Estado argumenta que la petición es inadmisible debido a la falta de agotamiento de los recursos internos, según lo requerido por el artículo 46.1.a de la Convención Americana.  En este sentido, el Estado afirma que existe un procedimiento criminal pendiente, relacionado con la muerte de la presunta víctima, lo cual muestra que la presentación de la petición fue prematura.  El Estado observa que el proceso criminal Nº 2004.024.001570-5, contra los imputados Fabiano Gonçalves Lopes y José Augusto Moreira Felipe, ambos oficiales de la policía militar, se encuentra en trámite y está siguiente su debido curso.  El Estado subraya que, durante la etapa de producción de la prueba de este proceso criminal, las autoridades judiciales tomaron todas las medidas requeridas para investigar adecuadamente la muerte de la presunta víctima.

14. Asimismo, el Estado sostiene que tampoco se han agotado los recursos internos de la esfera civil, ya que también se encuentra pendiente un proceso civil por daños compensatorios contra el estado de Rio de Janeiro (no. 2004.001.089686-3).  El Estado observa en este punto que, aún cuando los procesos criminales y civiles son independientes en Brasil, si el proceso criminal niega categóricamente que ha ocurrido un crimen o si no puede determinar su autoria, la correspondiente demanda civil debe ser rechazada.  En consecuencia, el Estado indica que la autoridad judicial a cargo del proceso criminal decidió como precaución suspender el proceso civil hasta que se logre una decisión criminal final.
15. En base a lo anterior, el Estado concluye que los recursos internos efectivos se encuentran en trámite y que la petición es inadmisible porque no se han agotado los recursos internos.  En consecuencia, el Estado argumenta que la petición no cumple con los requisitos estipulados en el artículo 46.1.a de la Convención Americana.

IV. 
ANÁLISIS SOBRE COMPETENCIA Y ADMISIBILIDAD

A. 
Competencia

16. El peticionario se encuentra facultado para presentar peticiones ante la Comisión Interamericana, conforme al artículo 44 de la Convención Americana. Las presuntas víctimas son personas respecto de las cuales el Estado de Brasil se ha comprometido a respetar y garantizar los derechos reconocidos en ese instrumento internacional.  En relación con el Estado, Brasil ha ratificado la Convención Americana el 25 de septiembre de 1992; en consecuencia, la Comisión Interamericana tiene competencia ratione personae y ratione materiae para examinar la petición.

17. Las potenciales violaciones descriptas en esta petición, presuntamente tuvieron lugar bajo la jurisdicción de Brasil, un Estado parte de la Convención Americana; por lo tanto, la CIDH tiene competencia ratione loci. Finalmente, la Comisión Interamericana tiene competencia ratione temporis, ya que la petición describe potenciales violaciones de derechos protegidos por la Convención Americana, los cuales habrían ocurrido después de que ese tratado internacional se encontraba en vigor para Brasil. 

B. 
Agotamiento de los recursos internos
18. Bajo el artículo 46.1 de la Convención Americana, para que una petición pueda ser admitida por la CIDH, los remedios ofrecidos por la jurisdicción interna deben haber sido agotados, de acuerdo con los principios de derecho internacional generalmente reconocidos. El segundo párrafo del artículo 46 señala que esas provisiones no serán aplicables cuando la legislación no contemple el debido proceso legal para la protección del derecho en cuestión; cuando se deniegue la presunta víctima el acceso a los recursos existentes en la jurisdicción interna; o cuando haya retardo injustificado en la decisión final sobre los mencionados recursos.
19. De manera preliminar, la Comisión Interamericana observa que en casos como el presente, que presuntamente implica ofensas criminales perseguibles de oficio en Brasil --la privación de la vida de una persona, que habría sucedido por ejecución extrajudicial-- el remedio adecuado y efectivo es normalmente una investigación criminal y un juicio ante el sistema de justicia ordinaria.  La CIDH nota que es un hecho no controvertido que, a la fecha, no hay una decisión final respecto de la muerte de la presunta víctima (supra párrs. 8 y 12), y que nadie ha sido castigado por las violaciones denunciadas en esta petición.  El expediente muestra también que en la investigación del crimen de homicidio doblemente agravado, uno de los tres oficiales de policía militar acusados fue condenado y sentenciado a 14 años de prisión, por medio de una sentencia de primera instancia dictada el 11 de diciembre de 2009
.  Esta decisión fue apelada y, de acuerdo con la información presentada por ambas partes, dicha apelación no ha sido resuelta aún. 

20. A los fines de esta decisión de admisibilidad, la Comisión Interamericana debe tener en cuenta que la ejecución de la presunta víctima tuvo lugar el 30 de marzo de 2004, hace casi ocho años.  El procedimiento criminal llevado adelante contra los presuntos perpetradores no ha concluido aún, y el Estado no ha presentado información específica  relacionada con circunstancias particulares aplicables a este caso, que podrían justificar, a los fines de la admisibilidad, el tiempo que ha pasado desde el homicidio de la presunta víctima y durante el cual las cortes domesticas no han dictado una resolución final
.  Más aún, la CIDH nota que el peticionario alegó y el Estado confirmó (supra par. 9 y 13), que el correspondiente proceso civil ha sido suspendido debido a la falta de una decisión criminal final y que, en consecuencia, los familiares de la presunta víctima no han recibido reparaciones por las violaciones denunciadas.

21. En este sentido, la Corte Interamericana de Derechos Humanos ha sostenido que la regla del agotamiento de los recursos internos nunca debe “conducir a que se detenga o se demore hasta la inutilidad la actuación internacional en auxilio de la víctima indefensa”
.  En el presente caso, teniendo en cuenta que la muerte de la presunta víctima se produjo el 30 de marzo de 2004, el requisito de agotamiento de recursos internos no puede ser interpretado de manera que podría causar una restricción prolongada o injustificada para acceder al sistema interamericano de derechos humanos.  Luego de examinar el expediente del proceso criminal, la CIDH decide que ha habido una demora injustificada en la decisión final, y que por lo tanto es aplicable la excepción prevista por el artículo 46.2.c de la Convención Americana.

22. Finalmente, debe señalarse que la excepción por la demora injustificada se encuentra íntimamente relacionada con la posible violación de ciertos derechos protegidos por la Convención Americana, específicamente bajo los artículos 8 y 25 de ese instrumento internacional.  Aun así, el artículo 46.2 de la Convención Americana es, por su propia naturaleza y propósito, una provisión con contenido autónomo vis-à-vis los preceptos sustantivos de ese instrumento internacional.  En consecuencia, si la regla del previo agotamiento de los recursos internos contenida en la Convención Americana es o no aplicable en el presente caso, debe ser decidido previamente y con independencia de la evaluación del fondo del caso, desde que ello depende de un margen de apreciación diferente de aquel utilizado para determinar la violación de los artículos 8 y 25 de la Convención Americana, lo cual será analizado adecuadamente en el informe sobre el fondo del asunto
.

C. 
Plazo de presentación de la petición

23. El artículo 46.1.b de la Convención Americana requiere que la petición sea presentada dentro del plazo de seis meses a partir de la notificación de la decisión final. Por otro lado, el artículo 32.2 del Reglamento de la CIDH provee:

En los casos en los cuales resulten aplicables las excepciones al requisito del previo agotamiento de los recursos internos, la petición deberá presentarse dentro de un plazo razonable, a criterio de la Comisión [Interamericana]. A tal efecto, la Comisión [Interamericana] considerará la fecha en que haya ocurrido la presunta violación de los derechos y las circunstancias de cada caso. 

24. La Comisión Interamericana ya ha decidido que la excepción a la regla de agotamiento de recursos internos es aplicable a esta petición; debe determinar ahora si la petición fue presentada dentro de un plazo razonable.  La petición fue presentada el 14 de marzo de 2007, aproximadamente tres años después de la muerte de la presunta víctima y antes del dictado de las sentencia de primera instancia en dos juicios diferentes por jurados, el 26 de junio de 2008 y el 10 de diciembre de 2009
.  Teniendo en cuenta las circunstancias específicas  de esta petición, y teniendo en cuenta también los alegatos sobre denegación de justicia e impunidad, que presumiblemente continúan hasta la fecha, la CIDH concluye que la petición fue presentada dentro de un plazo razonable, y que el requisito fijado por el artículo 32.2 del Reglamento de la CIDH ha sido cumplido.

D. 
Duplicación de procedimientos y cosa juzgada internacional

25. No surge del expediente que la materia de la petición se encuentre pendiente de otro procedimiento de arreglo internacional, ni que reproduzca una petición ya examinada por la Comisión Interamericana u otro órgano internacional.  Por lo tanto, corresponde dar por cumplidos los requisitos establecidos en los artículos 46.1.c y 47.d de la Convención Americana.

E. 
Caracterización de los hechos alegados

26. A los fines de la admisibilidad, la Comisión Interamericana debe determinar si los hechos denunciados en la petición tienden a caracterizar una violación de derechos garantizados por la Convención Americana, como lo requiere su artículo 47.b, o si la petición debe ser rechazada por ser “manifiestamente infundada” o “improcedente”.  En este punto del procedimiento, es competencia de la CIDH llevar adelante una evaluación prima facie, no para establecer violaciones alegadas de la Convención Americana u otro tratado aplicable, sino para determinar si la petición describe hechos que podrían caracterizar violaciones de derechos protegidos por los instrumentos interamericanos.  Este examen de ningún modo constituye prejuzgamiento u opinión preliminar sobre el fondo del asunto
.

27. Ni la Convención Americana ni el Reglamento de la CIDH requieren que el peticionario identifique los derechos específicos que se alegan violados por el Estado en el asunto que se presenta ante la Comisión Interamericana, aún cuando los peticionarios pueden hacerlo.  Es competencia de esta Comisión, con base en la jurisprudencia del sistema, determinar en su informe de admisibilidad qué provisiones de los instrumentos interamericanos relevantes son aplicables y pueden ser pasibles de haber sido violadas, si los hechos alegados fueran probados con elementos suficientes.

28. En este caso, el peticionario alega que la presunta víctima, un joven de 16 años, fue ejecutado sumariamente por oficiales de la policía militar de Rio de Janeiro.  El peticionario argumenta también que el crimen ha permanecido impune, desde que no ha habido una sentencia criminal final hasta la fecha. La Comisión Interamericana concluye que, si estas alegaciones fueran probadas, tenderían a establecer una  violación de los artículos 4, 8, 19 y 25 de la Convención Americana, en conjunción con la obligación de respetar los derechos, contenida en el artículo 1.1 del mismo instrumento.  Asimismo, en razón de la naturaleza de las presuntas violaciones descriptas en esta petición, en particular el hecho de que tanto la madre como el hermano de la presunta víctima habrían presenciado su asesinato, lo cual les ha causado un gran daño psicológico, y que ambos tuvieron que ser incluidos en el Programa de Protección de Testigos, entre otros factores, la Comisión Interamericana decide que esos elementos podrían establecer una violación del artículo 5.1 de la Convención Americana en perjuicio de miembros de la familia de la presunta víctima, incluyendo a Joana D’Arc Mendes (madre), Douglas Mendes Pontes (hermano) y otros que podrían ser identificados en la etapa de fondo.

29. Por otro lado, la CIDH considera que el peticionario no ha presentado elementos básicos para establecer prima facie un reclamo concerniente a la potencial violación del artículo  24 de la Convención Americana; en consecuencia, la petición es inadmisible en este respecto, de conformidad con el artículo 47.b de dicho instrumento internacional.

30.  En conclusión, la CIDH decide que esta petición no es manifiestamente infundada ni improcedente, y como resultado declara que el peticionario ha cumplido prima facie con los requisitos previstos por el artículo 47.b de la Convención Americana en relación con la potencial violación de los artículos 4, 5, 8, 19 y 25 de la misma, en conjunción con su artículo 1.1, como se ha explicado más  arriba.

V.
CONCLUSIONES

31. La Comisión Interamericana concluye que es competente para examinar el fondo del caso y decide que la petición es admisible de conformidad con los artículos 46 y 47 de la Convención Americana. Con fundamento en los argumentos de hecho y de derecho antes expuestos y sin prejuzgar sobre el fondo del asunto,

 

LA COMISIÓN INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS

DECIDE:

1.
Declarar admisible la presente petición en relación con la alegada violación de los derechos protegidos por los artículos 4, 5, 8, 19 y 25 de la Convención Americana, en concordancia con el artículo 1.1 del mismo instrumento;

2. 
Declarar inadmisible la presente petición, en relación con la alegada violación del artículo 24 de la Convención Americana; 

3.
Notificar a las partes la presente decisión;

4.
Continuar con el análisis del fondo de este caso;

5.
Publicar esta decisión e incluirla en su Informe Anual a la Asamblea General de la Organización de los Estados Americanos.
Dado y firmado en la ciudad de Washington, D.C., a los 20 días del mes de marzo de 2012.  (Firmado): José de Jesús Orozco Henríquez, Presidente; Tracy Robinson, Primera Vicepresidenta; Felipe González, Segundo Vicepresidente; Dinah Shelton, Rosa María Ortiz, y Rose-Marie Belle Antoine, Miembros de la Comisión. 
� Copias del Proceso Criminal Nº 2004.024.001570-5. – Anexo de la comunicación de los peticionarios del 24 de febrero de 2011. Págs. 101-121.


� Ver mutatis mutandi, CIDH, Informe Nro. 61/09, Petición 373-03, Admisibilidad, Josenildo João de Freitas Jr. y otros (Brasil), 22 de julio de 2009, párr. 29. 


� Corte I.D.H., Caso Velásquez Rodríguez vs. Honduras. Excepciones Preliminares. Sentencia de 26 de junio de 1987. Serie C No. 1, par. 93.


� CIDH, Informe No. 61/09, Petición 373-03, Admisibilidad, Josenildo João de Freitas Jr. y otros, (Brasil), 22 de julio de 2009, párr. 31; CIDH, Informe No. 72/08, Petición 1342-04, Admisibilidad, Márcio Lapoente da Silveira (Brasil), 16 de octubre de 2008, párr. 75; CIDH, Informe No. 23/07, Petición 435-06, Admisibilidad, Eduardo José Landaeta Mejía y otros, (Venezuela), 9 de marzo de 2007, párr. 47; CIDH, Informe No. 40/07, Petición 665-05, Admisibilidad, Alan Felipe da Silva, Leonardo Santos da Silva, Rodrigo da Guia Martins Figueiro Tavares y otros, (Brasil) 23 de julio de 2007, párr. 55.


� Copias del proceso criminal No. 2004.024.001570-5  – Anexo de la comunicación de los peticionarios del 24 de febrero de 2011. Pags. 94-96 y 101-121, respectivamente.


� CIDH, Informe No. 61/09, Petición 373-03, Admisibilidad, Josenildo João de Freitas Jr. y otro (Brasil), 22 de julio de 2009, párr. 36.


� Ver CIDH. Informe No. 126/10, Peticiones 1448-06, 1452-06, 1458-06 y 65-07, Admisibilidad, Roberto Carlos Pereira de Souza y otros, (Brasil), 23 de octubre de  2010, párr. 64; Informe No. 38/10, Petición 1198-05, Admisibilidad, Ivanildo Amaro da Silva y otros, (Brasil), 17 de marzo de 2010, párr. 40; e Informe No. 61/09, Petición 373-03, Admisibilidad, Josenildo João de Freitas Jr. y otros, (Brasil), 22 de julio de 2009, párr. 38.
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